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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos por derecho propio Herison Arocho 

Battistini solicitando que revoquemos la Resolución emitida el 11 

de marzo de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Utuado (TPI) donde declaró sin lugar la “Moción solicitando ser 

resentenciado según dispone el Artículo 71 y 72 de la Ley 146-

2012 al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 

L.P.R.A. Ap. II, R. 192.1, para que las penas sean cumplidas 

concurrentemente entre sí” que presentó el peticionario. Veamos. 

I.  

Por hechos acaecidos el 13 de agosto de 2013,1 Arocho 

Battistini y el ministerio fiscal suscribieron una alegación 

preacordada en la cual pactaron que, a cambio de una sentencia 

de 15 años de reclusión en total, el peticionario se declararía 

                                                 
1 Arocho Battistini penetró en el hogar de su ex pareja consensual donde la 

amenazó con causarle daño mortal y la agredió físicamente, al propinarle puños 

en la cara, morderle un pómulo, agarrarla por el cuello fuertemente, apretarle 

los ojos con sus dedos, agarrarle el pelo, sacudirla y al ella tratar de huir, 

infligirle tres heridas punzantes en el cuerpo con un arma blanca en presencia 

de la hija de la víctima, una menor de edad de 15 años. Además, el mismo día, 
el peticionario explotó con un cuchillo las cuatro gomas del vehículo de motor de 

la víctima. 
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culpable de (1) un cargo bajo el Artículo 59 de la Ley para la 

Seguridad, Bienestar y Protección de Menores; (2) un cargo bajo el 

Artículo 5.05(a) de la Nueva Ley de Armas de Puerto Rico 2000 (Ley 

de Armas) y (3) cuatro cargos en total por infringir la Ley de 

Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica (Ley Núm. 

54), específicamente un cargo bajo el Artículo 3.1, dos cargos bajo 

el Artículo 3.2 y un cargo bajo el Artículo 3.3.2  El TPI acogió lo 

pactado en la alegación preacordada y ordenó que las penas por 

las violaciones a los artículos de la Ley Núm. 54 se cumplieran 

concurrentemente entre sí pero consecutivas con las penas por las 

infracciones a la Ley de Armas y a la Ley para la Seguridad, 

Bienestar y Protección de Menores para una pena total de 15 años, 

según fue acordado.  

Posteriormente, la representación legal de Arocho Battistini 

radicó una moción ante el TPI para que éste aplicara el principio de 

favorabilidad a la pena por uno de los cargos bajo el Artículo 3.2 de 

la Ley Núm. 54. Ello, debido a que la pena de dicho Artículo había 

sido reducida por la enmienda  al CPPR 2012.3 Escuchados los 

argumentos de las partes, el TPI procedió a modificar la sentencia 

y emitió una “Sentencia Enmendada Nunc Pro Tunc” que tuvo el 

                                                 
2 Las sentencias para cada cargo se dividieron de la siguiente manera: (1) 

Artículo 59 (Negligencia de Menores) de la Ley Núm. 246 del 16 de diciembre de 
2011, también conocida como la Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de 
Menores, por lo cual se le sentenció cumplir un (1) año en la cárcel; (2) el 

Artículo 5.05(a) (portación y uso de arma blancas) de la Ley Núm. 404 del 11 de 
septiembre de 2000, también conocida como la Nueva Ley de Armas de Puerto 
Rico 2000, según enmendada, por lo cual se le sentenció a cumplir seis (6) años 

de cárcel; (3) por los Artículos (a) 3.1 (maltrato), (b) 3.2 (maltrato agravado) y (c) 

3.3 (maltrato mediante amenaza) de la Ley Núm. 54 del 15 de agosto de 1989, 
también conocida como la Ley de Prevención e Intervención con la Violencia 
Doméstica, por los que lo condenaron a cumplir tres (3) años por cada cargo 

concurrentemente y; (6) tentativa del Artículo 93 (asesinato en primer grado) del 

Código Penal de Puerto Rico de 2012 (CPPR 2012). Sin embargo, éste último fue 
reclasificado al Artículo 3.2 de la Ley Núm. 54 (en adelante, el Artículo 3.2 

reclasificado), por el cual se le sentenció a ocho (8) años de cárcel. En 

consecuencia, se condenó a Arocho Battistini por dos violaciones al mismo 

Artículo 3.2 de la Ley Núm. 54. 
3 El CPPR se enmendó mediante la Ley Núm. 246 del 26 de diciembre de 2014, 

lo cual disminuyó las penas aplicables para varios delitos, entre las cuales se 
encontraba la pena aplicable a los delitos graves de tercer grado como lo es el 

Artículo 3.2 de la Ley Núm. 54. 
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efecto de rebajar la sentencia a doce (12) años y seis (6) meses en 

total. 

Aún inconforme con la sentencia enmendada, el peticionario 

radicó una moción en reconsideración por derecho propio donde 

solicitó cumplir los términos de reclusión carcelaria de forma 

concurrente y fundamentó dicha solicitud con el principio de 

favorabilidad. El 15 de diciembre de 2015 el TPI declaró sin lugar 

la moción de reconsideración porque la concurrencia y 

consecutividad de las penas impuestas fue acordado entre las 

partes mediante la alegación preacordada, por lo que éstas 

quedaron vinculadas con lo pactado y no procedía enmendar la 

sentencia sobre ese extremo. El peticionario no apeló ante nos 

dicha determinación.  

El peticionario presentó nuevamente el mismo reclamo ante 

el TPI mediante su “Moción solicitando ser resentenciado según 

dispone el Artículo 71 y 72 de la Ley 146-2013 al amparo de la 

Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, R. 192.1 

para que las penas sean cumplidas concurrentemente entre sí” y 

además solicitó que se aplicara la doctrina del concurso de delitos 

a este caso. El TPI declaró dicha moción sin lugar el 11 de marzo 

de 2016. Inconforme con la referida determinación, el peticionario 

oportunamente acudió ante nos mediante el presente recurso de 

certiorari donde señaló cuatro errores, a saber: 

Primer Error: Erró el Hon. T.P.I. al declarar NO HA 
LUGAR mi solicitud y al no incluir en la resolución 
determinaciones de hechos y conclusiones de derechos 
como lo exige el debido proceso de ley y según señala la 
Regla 83.1 del Reglamento de este Ilustre Foro. 
 
Segundo Error: Erró el Hon. T.P.I. al sentenciar al 
peticionario por los casos núm: LVI2013G0008 y otros, 
el día 18 de agosto de 2015 de manera consecutiva 
para un total de 12 años y 6 meses siendo las 
acusaciones completamente idénticas en su contenido, 
por lo cual el peticionario fue sentenciado por un mismo 
cargo dos (2) veces. 
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Tercero Error: Erró el Hon. T.P.I. al imponer las penas 
de forma consecutiva sin aplicar el concurso de delitos 
establecido en el Código Penal de Puerto Rico. 
 
Cuarto Error: Erró el Hon. T.P.I. al imponer la pena en el 
caso de autos, entendiendo que tenía obligación de 
repetir “AD VERBATIM” la pena impuesta el 3 de 
diciembre de 2013. Esto a pesar de que el T.P.I. en su 
sentencia en el caso de epígrafe expresa que modificó 
dicha sentencia al amparo del principio de favorabilidad 
contemplado en las enmiendas al Código Penal por la 
Ley Núm. 246 de 2014, ordenando así el acto de re-
sentencia.  
 
En síntesis, el peticionario arguyó que los cargos penales por 

los cuales cumple condena responden a un mismo evento por lo 

que las penas impuestas bajo cada ley debieron de haberse 

impuesto concurrentemente entre sí, a la luz del principio de 

favorabilidad y la doctrina del concurso de delitos.  

Por otra parte, la Procuradora General se opuso a la 

expedición del recurso de certiorari del peticionario. Arguyó que 

puesto que los cargos por los cuales el peticionario se declaró 

culpable le fueron imputados a raíz de más de un acto, los cuales 

afectaron a más de una víctima, se configuró un concurso real, el 

cual no conlleva la imposición de penas concurrentes. Por otra 

parte, sostuvo que la pena impuesta al peticionario bajo la Ley de 

Armas necesariamente tenía que cumplirse consecutivamente con 

el resto de las penas toda vez que dicha Ley contiene un mandato 

legislativo a esos efectos en su Articulo 7.03. Más aun, adujo que 

por imperativo del derecho aplicable a las alegaciones 

preacordadas, el peticionario voluntaria y con pleno conocimiento 

de sus consecuencias acordó los términos en la misma, la cual 

incluía el modo de extinguir la pena y la renuncia a la aplicación 

del concurso de delitos. Añadió que la alegación preacordada fue 

beneficial para el peticionario considerando que sin la misma 

hubiera estado sujeto a cumplir veintiséis (26) años de cárcel en 

vez de los quince (15) años acordados en la misma. Sostuvo que 

luego de que el TPI le aplicó el principio de favorabilidad a dicha 
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sentencia y emitió la Sentencia Enmendada Nunc Pro Tunc, el 

peticionario se benefició nuevamente al ver su sentencia reducida 

a doce (12) años y seis (6) meses.   

 Así, y con la comparecencia escrita de las partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

A. Concurso de delitos 

El Código Penal de 2012 y, específicamente, sus Artículos 71 

y 72, regulan lo relativo a la figura del concurso de delitos. La 

figura del concurso de delitos ocurre cuando una persona realiza 

uno o más actos mediante los cuales comete dos o más delitos por 

los que puede ser juzgada conjuntamente en el mismo 

procedimiento judicial. Pueblo v. Acevedo Maldonado, 193 D.P.R. 

270, 273-74 (2015). El propósito de la teoría del concurso de 

delitos es reducir la magnitud de las penas conforme al principio 

de proporcionalidad. Pueblo v. Álvarez Vargas, 173 D.P.R. 557 

(2008). Por una parte evita que una persona sea castigada dos 

veces por un mismo hecho punible, y de otra, modera la pena a un 

individuo juzgado por dos o más delitos independientes. Íd. Esta 

teoría trata de estructurar la manera en que se determina cual es 

la pena que mejor refleja la gravedad del hecho y la culpabilidad 

del sujeto. Pueblo v. Acevedo Maldonado, supra. 

Por otro lado, es menester mencionar las instancias en que 

la doctrina de concurso de delitos no opera. No hay concurso de 

delitos cuando “el acto” genera más de una lesión. Así, en Pueblo v. 

Suárez Fernández, 116 D.P.R. 842, 853 (1986), el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico resolvió que, cuando una persona efectúa 

un robo y, en la ejecución de este, secuestra y mata a la víctima, 

su curso de acción genera varias lesiones y cada lesión constituye 

un delito punible en forma separada. Otra excepción a la doctrina 

de concurso de delitos es la creada por la intención legislativa, es 
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decir, cuando la ley dispone expresamente que, aunque varios 

delitos sean parte de un mismo curso de conducta o de un mismo 

acto u omisión, se procesará y penalizará al acusado por cada 

delito separada y consecutivamente. Podrán imponérsele, en ese 

caso, todas las penas que cada delito acarree. Dora Nevares-Muñiz, 

Derecho penal puertorriqueño: Parte general, supra.4  

La teoría concursal moderna tiene tres supuestos, a saber: el 

concurso ideal, el concurso medial y el concurso real. Antes de que 

el CPPR 2012 sufriera las enmiendas en el 2014 mediante la Ley 

Núm. 246-2014, el Artículo 71 definía el concurso ideal y medial y 

el delito continuado mientras que el Artículo 72 trataba sobre los 

efectos del concurso y bajo el cual se analizaba el concurso real. 

Dicho Artículo 71, 33 L.P.R.A. sec. 5104, en su parte pertinente, 

disponía que: 

Se considera concurso de delitos: 
 
(a) Cuando sean aplicables a un hecho dos o más 
disposiciones penales, cada una de las cuales valore 
aspectos diferentes del hecho. 
 
(b) Cuando conforme al propósito del autor, varios 
hechos punibles constituyan un curso de conducta 
indivisible o sean medio necesario para realizar otro 
delito. 
[…] 
 
Por una parte, el inciso (a) se refiere al concurso ideal, el 

cual ocurre cuando un acto ilegal infringe varias disposiciones 

penales, o lo que es lo mismo, que por un mismo hecho cometido 

“concurre” la consumación de varios delitos. Los teóricos han 

reconocido una diferencia entre el concurso ideal heterogéneo del 

concurso ideal homogéneo. El concurso ideal heterogéneo se 

configura cuando un hecho transgrede dos o más delitos distintos, 

mientras en el concurso ideal homogéneo se viola el mismo tipo 

                                                 
4 Un ejemplo de ello ocurre en el Artículo 7.03 de la Ley de Armas, la cual 

expresamente ordena que todas las penas de reclusión que se impongan bajo 

dicha Ley o bajo cualquier otra en conjunto con una pena al amparo de la 

misma Ley se cumplirán consecutivamente. Es decir, esta disposición impide la 
aplicación de la doctrina del concurso entre las penas impuestas bajo la Ley de 

Armas y/o cualquier otra ley. 
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penal varias veces. Santiago Mir Puig explica que el concurso ideal 

homogéneo, según regulado en el Código Penal español, se da 

cuando mediante una conducta se producen varios resultados, 

pues en realidad no concurre un solo “hecho” sino tantos “hechos” 

como resultados producidos. Por lo tanto, no se trata propiamente 

de un concurso ideal sino de un concurso real. Cita como ejemplo 

de la pluralidad de hechos el matar a varias personas con una sola 

bomba, lo cual produce varios homicidios. Pueblo v. Rivera Cintrón, 

185 D.P.R. 484, 500-501 (2012), al citar a S. Mir Puig, Derecho 

Penal Parte General, 7ma ed., Buenos Aires, Editorial B de f, 2005, 

págs. 640-641.  A tenor con esta doctrina, nuestro Tribunal 

Supremo ha expresado que en nuestra jurisdicción el concurso 

ideal homogéneo se trata como un concurso real. Pueblo v. Rivera 

Cintrón, supra. 

El inciso (b) del mismo artículo atiende el concurso medial. 

El concurso medial se configura cuando un hecho tipificado como 

delito “concurre” con otro hecho igualmente tipificado como delito 

que resulta ser el “medio necesario” para cometer el delito que 

constituye el objetivo final de la conducta. Dora Nevares Muñiz, 

Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, Parte General, (2005). Por la 

íntima relación entre los delitos cometidos, se tratan conforme a la 

reglas de concurso ideal. Luis Ernesto Chiesa Aponte, Derecho 

Penal Sustantivo (2da ed., 2013), pág. 80. 

El CPPR 2012, antes de las enmiendas del 2014, no regulaba 

el concurso real expresamente. Luis Ernesto Chiesa Aponte, 

Derecho Penal Sustantivo, supra, pág. 72. El Profesor Chiesa 

Aponte explicó que debido a lo anterior, al concurso real le 

aplicaba la segunda oración del Artículo 72 puesto que el mismo 

disponía del resto de los casos no contemplados por el Código. Íd. 

Conviene, pues, citar lo que establecía el Artículo 72 del CPPR 

2012, 33 L.P.R.A. sec. 5105, antes de las enmiendas del 2014:   
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En los casos provistos por el artículo anterior, se 
juzgarán por todos los delitos concurrentes y se 
sentenciará por el mayor.  

 
En los demás casos, se acusará, enjuiciará y 
sentenciará por cada uno de los delitos cometidos. 
 
La absolución o sentencia bajo alguno de ellos impedirá 
todo procedimiento judicial por el mismo acto u omisión, 
bajo cualquiera de las demás. 

 
El concurso real ocurre cuando una persona realiza varios 

actos, las cuales constituyen varios delitos separados. Pueblo v. 

Acevedo Maldonado, supra. Del Artículo citado se desprende que en 

los demás casos que no están codificados, como ocurrió con el 

concurso real, se le enjuiciará y sentenciará por cada uno de los 

delitos cometidos. Es por ello que el tribunal sentenciador podrá 

imponer penas consecutivas en estos casos, al amparo de la Regla 

179 de Procedimiento Criminal. Luis Ernesto Chiesa Aponte, 

Derecho Penal Sustantivo, supra, pág. 72. Sin embargo, la figura del 

concurso real “requiere que se juzgue al actor en un mismo 

proceso por todos los delitos que cometió”. Pueblo v. Acevedo 

Maldonado, supra. El requisito de que sean juzgados 

simultáneamente está claramente atendido en nuestro 

ordenamiento procesal penal e incluso nuestro Tribunal Supremo 

ha expresado que “para que aplique el tratamiento dado al 

concurso real, es necesario que los delitos en concurso sean de 

igual o similar naturaleza, surjan del mismo acto o transacción, 

surjan de dos o más actos o transacciones relacionadas entre sí, o 

sean parte de un plan común.”  Pueblo v. Álvarez Vargas, supra.  

El Artículo 72 del CPPR 2012 también establece el efecto que 

tienen los supuestos de concurso ideal y medial sobre las penas. 

La primera oración dicta que para ambos se le condenará al 

acusado a cumplir la pena más grave de entre los delitos por los 

que haya sido convicto y serán concurrentes entre sí. 
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La Ley 246-2014 enmendó el CPPR 2012 y cambió 

significativamente los Artículos 71 y 72 antes citados para 

atemperar su redacción a los artículos análogos del antiguo Código 

Penal de 2004 y reinstalar el sistema de las penas agregadas. El 

Artículo 71 de la CPPR 2012 enmendado ahora lee como sigue: 

(a) Concurso ideal y medial de delitos.—  Cuando sean 
aplicables a un hecho dos o más disposiciones penales, 
cada una de las cuales valore aspectos diferentes del 
hecho, o cuando uno de éstos es medio necesario para 
realizar el otro, se condenará por todos los delitos 

concurrentes, pero sólo se impondrá la pena del delito 
más grave. 
 
(b) Concurso real de delitos.—  Cuando alguien haya 
realizado varios delitos que sean juzgados 
simultáneamente, cada uno de los cuales conlleva su 
propia pena, se le sentenciará a una pena agregada, 
que se determinará como sigue: 
 

(1) Cuando uno de los delitos conlleve pena de 
reclusión de noventa y nueve (99) años, ésta 
absorberá las demás. 
 
(2) Cuando más de uno de los delitos conlleve 
reclusión por noventa y nueve (99) años, se 
impondrá además una pena agregada del veinte 
(20) por ciento por cada víctima. 
 
(3) En los demás casos, se impondrá una pena para 
cada delito y se sumarán, no pudiendo exceder la 
pena agregada del veinte (20) por ciento de la pena 
para el delito más grave. 

 

De lo anterior se desprende que la enmienda no cambió la 

manera en que los concursos ideal y medial afectarían las penas 

pues en dichos casos se les seguirá imponiendo la pena del delito 

más grave y serán concurrentes entre sí. Sin embargo, en los casos 

del concurso real, ahora expresamente incluido en el CPPR 2012, 

las penas serán agregadas de la manera que expresa el Artículo.  

El Artículo 72 enmendado sigue regulando “los efectos del 

concurso de delitos para fines del procesamiento” y suprimió la 

segunda oración original—bajo la cual se interpretaba el concurso 

real antes de las enmiendas como se explicó anteriormente. Dora 

Nevares Muñiz, Derecho Procesal Penal Puertorriqueño, Parte 

General, (3ra ed., 2105). Dicho Artículo ahora lee como así: 
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En los casos provistos por la sec. 5104 [o el Artículo 71] 
de este título, se juzgarán por todos los delitos 
concurrentes. 
 
La absolución o sentencia bajo alguno de ellos impedirá 
todo procedimiento judicial por el mismo hecho, bajo 
cualquiera de las demás. 
 
Un acto criminal no deja de ser punible como delito por 
ser también punible como desacato. 

 
B. Principio de favorabilidad 

El principio de favorabilidad se refiere a la aplicación 

retroactiva de una ley penal cuando favorece a la persona 

imputada de delito. Pueblo v. Torres Cruz, Res. el 4 de noviembre 

de 2015; 193 D.P.R. ___; 2015 TSPR 147.  Este principio tiene el 

propósito de evitar que personas que cometan el mismo delito 

cumplan penas disímiles simplemente por el hecho que unas lo 

cometieron con anterioridad a otras. Íd. Este principio tiene un 

origen puramente estatutario por lo que le corresponde a la 

Asamblea Legislativa establecer y delimitar la aplicación del 

mismo. Íd. El principio de favorabilidad se encuentra codificado en 

el Artículo 4 del CPPR 2012, 33 LPRA sec. 5004, el cual dicta que 

la ley favorable que se le aplicará conforme a este principio puede 

surgir mientras se procesa al imputado, cuando se le imponga la 

sentencia o cuando ya la esté cumpliendo. Pueblo v. Torres Cruz, 

supra. El cambio favorable de la ley puede concernir la tipificación 

del delito, sus atenuantes, las causas de exclusión de 

responsabilidad, los requisitos de prueba, las penas o las reglas 

procesales. 

C. Alegaciones preacordadas 

Las alegaciones preacordadas están reguladas por la Regla 

72 de Procedimiento Criminal. Las alegaciones preacordadas 

ocurren cuando: 

El fiscal y el imputado, por mediación de su abogado 
[inician] conversaciones con miras a acordar que, a 
cambio de una alegación de culpabilidad por el delito 
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alegado en la acusación o denuncia, o por uno de grado 
inferior o relacionado, el fiscal se obliga a: 

(a) Solicitar el archivo de otros cargos pendientes que 
pesen sobre él; 

 
(b) eliminar alegación de reincidencia en cualquiera 

de sus grados; 
 
(c) recomendar una sentencia en particular o no 

oponerse a la solicitud que haga la defensa sobre una 
sentencia específica, entendiéndose que ni lo uno ni lo 
otro serán obligatorios para el tribunal, o 

 
(d) acordar que determinada sentencia específica es 

la que dispone adecuadamente del caso. El tribunal no 

participará en estas conversaciones. 34 L.P.R.A. Ap. II, 
R.72 (Énfasis nuestro).  

 
Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que “las alegaciones 

preacordadas dependen de la aprobación final del tribunal para 

consumarse y vincular a las partes”. Pueblo v. Acosta Pérez, 190 

D.P.R. 823, 832 (2014). La misma Regla 72 le concede al tribunal 

sentenciador la discreción para aceptar, rechazar, modificar o 

permitir el retiro de una alegación preacordada, entiéndase, que 

dicho tribunal no está obligado a aceptar la alegación de 

culpabilidad ni los términos contenidos en la misma como la 

sentencia que hayan acordado las partes. Como la alegación 

preacordada requiere que el acusado se declare culpable y ello 

conlleva una renuncia a derechos constitucionales y estatutarios, 

los tribunales están obligados a ponderar cuidadosamente si 

aceptan o rechazan la alegación. Pueblo v. Acosta Pérez, supra. Es 

por lo anterior que es necesario que antes de que el tribunal acepte 

la alegación preacordada, se tiene que asegurar que “(1) la 

alegación fue hecha con pleno conocimiento, conformidad y 

voluntariedad del imputado; (2) ésta es conveniente a una sana 

administración de la justicia, y (3) se logró conforme a derecho y a 

la ética”. Pueblo v. Torres Cruz, res. el 4 de noviembre de 2015; 193 

D.P.R. ___; 2015 TSPR 147.  Adicionalmente, el tribunal debe 

cerciorarse que existe base suficiente para sostener una convicción 

más allá de duda razonable del imputado haberse sometido a 
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juicio. Íd. Si dichos requisitos no son satisfechos, el Tribunal está 

obligado a rechazar la alegación preacordada. Íd.  

Luego de la aceptación de la alegación, ello constituye una 

convicción final a la que solo resta que el tribunal emita el fallo y la 

sentencia. Íd. Por ende, una vez el tribunal acepta el acuerdo “y el 

acusado se declara culpable, cualquier intento de las partes de 

retirar lo acordado es un incumplimiento del acuerdo”. Pueblo v. 

Acosta Pérez, supra. (Énfasis nuestro). Sin embargo, puesto que el 

Tribunal tiene la exclusiva potestad de dictar la sentencia que 

estime correcta, que puede ser la acordada entre las partes o una 

diferente, es posible que el condenado solicite una rebaja a la 

sentencia sin que ello constituya un incumplimiento al acuerdo. 

Pueblo v. Torres Cruz, supra. Por lo anterior nuestro Tribunal 

Supremo recientemente resolvió que un acusado que haya hecho 

una alegación de culpabilidad como parte de un preacuerdo no 

está impedido de posteriormente invocar el principio de 

favorabilidad en el caso que se apruebe una ley más benigna que 

bajo la cual fue sentenciado. Íd. El Tribunal Supremo justificó 

dicha conclusión al puntualizar que no es permisible impedirle a 

una persona que renuncie a priori “invocar posteriormente los 

beneficios de una legislación que le es aplicable [y provechosa]” 

pero que no existía al momento de suscribir el acuerdo. Íd.  

D. Determinaciones de hechos y conclusiones de derecho 
en las resoluciones  del TPI 
 

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

42.2, establece las instancias en las cuales los tribunales están 

obligados de emitir determinaciones de hecho y conclusiones de 

derecho y en las que ello no será necesario. En su parte pertinente, 

dicha regla expresa que: 

No será necesario especificar los hechos probados y 
consignar separadamente las conclusiones de derecho: 
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(a) Al resolver mociones bajo las Regla 10 ó 36.1 y 36.2, 
o al resolver cualquier otra moción, a excepción 

de lo dispuesto en la Regla 39.2….(Énfasis nuestro). 
 

De lo anterior claramente surge que cuando un tribunal 

resuelve una moción no está obligado a hacer constar 

determinaciones de hechos y conclusiones de derecho.  

III. 

Como cuestión de umbral, nos atañe expresarnos sobre el 

planteamiento del peticionario en torno a si el TPI actuó 

correctamente al omitir incluir determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho en la Resolución recurrida del 11 de 

marzo de 2016. En este caso, la Resolución recurrida del 11 de 

marzo de 2016 dispuso de una moción que radicó el peticionario 

ante el TPI. De acuerdo a la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, el 

TPI no tiene que expresar determinaciones de hecho ni 

conclusiones de derecho al resolver una moción, por lo que el 

primer señalamiento de error no se cometió.  

Por la estrecha relación entre el segundo, tercer y cuarto 

señalamientos de error, los discutiremos conjuntamente. Primero, 

es menester indicar que el peticionario erró al argüir que cumplía 

las penas bajo los Artículos 3.1, 3.2 y 3.2 de la Ley Núm. 54 

consecutivamente con la pena por el segundo cargo del Artículo 

3.2 puesto que actualmente las está cumpliendo 

concurrentemente. 

El peticionario pactó mediante la alegación preacordada que 

cumpliría quince (15) años de reclusión, lo cual redujo 

significativamente la sentencia a la que hubiera estado expuesto de 

no haber hecho pacto alguno con la fiscalía. Como bien expresó el 

TPI en su Resolución del 15 de diciembre de 2015, la concurrencia 

y consecutividad de las sentencias fue pactada en la alegación 

preacordada. Al Tribunal haber aceptado dicha alegación 

preacordada, las partes quedaron vinculadas por lo pactado. Por 
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ende, no procede aplicar la doctrina del concurso de delitos en este 

caso para que el peticionario cumpla las penas concurrentemente 

en contravención a lo expresamente pactado.  

 De acuerdo al derecho aplicable explicado anteriormente, el 

peticionario podía atacar colateralmente la sentencia impuesta 

aunque ésta fuera producto de una alegación preacordada y 

solicitar la aplicación del principio de favorabilidad como dispuso 

el Tribunal Supremo en Pueblo v. Torres Cruz, supra. Sin embargo, 

el caso ante nos se distingue de Torres Cruz porque a diferencia de 

dicho caso, el peticionario aquí no renunció a priori a solicitar que 

se le aplicara una ley más benigna que pudiera ser aprobada 

posterior a la alegación preacordada sino que conscientemente 

renunció a que las penas impuestas se cumplieran 

concurrentemente, que era un beneficio disponible al momento de 

acordar los términos de la alegación preacordada. En conclusión, 

no procede aplicar la doctrina del concurso de delitos al caso ante 

nos y por consiguiente, tampoco procede que el peticionario 

cumpla las penas que actualmente cumple consecutivamente, 

entiéndase aquellas bajo la Ley de Armas, Ley para la Seguridad, 

Bienestar y Protección de Menores y la Ley Núm. 54, 

concurrentemente.  

Por los fundamentos antes expuestos, DENEGAMOS la 

expedición del auto de certiorari solicitado. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

El juez Steidel Figueroa concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


